Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo informar que el señor Senador Gallinal -que hoy nos acompaña- me había solicitado la posibilidad 
de considerar en esta sesión un proyecto de ley relativo a los Bancos suspendidos que presentara oportunamente. Por lo tanto, si 
la Comisión así lo estima pertinente, podríamos pasar a considerarlo en el acto. 


(Apoyados) 
Mientras se hace el repartido, y a efectos de aprovechar el tiempo, podríamos ir escuchando el informe del señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- En la sesión pasada de la Comisión de Hacienda pedimos que se discutiera este proyecto de ley y se 
consultara a los distintos sectores para el día de hoy en atención a que el mismo se va convirtiendo en una necesidad, en un 
instrumento cuya aprobación se vuelve imperiosa a efectos de ayudar a la reapertura de los Bancos suspendidos y de CAYCU, a la 
que también se refiere esta iniciativa. Diría más: en particular hoy se torna imperioso disponer de un instrumento de estas 
características para CAYCU, que es la que está más cerca de su reapertura a través de distintas negociaciones que ha llevado 
adelante con COFAC. Prácticamente existe un acuerdo entre los ahorristas, la Institución y COFAC, que están solicitando la 
aprobación de un proyecto de ley en este sentido. 


¿Qué es lo que hace el proyecto de ley? Establece que los acuerdos que se logren llevar adelante entre los titulares de los 
depósitos constituidos en las Instituciones financieras suspendidas, en actividad y las propias Instituciones, en la medida en que 
superen determinados porcentajes, se tornen obligatorios para la totalidad de los ahorristas porque, por distintas razones, no se ha 
podido llegar —esos acuerdos ya se han puesto en práctica- a lograr la adhesión del ciento por ciento de los ahorristas. En algunos 
casos esto sucede porque hay quienes se niegan a otorgar su consentimiento y, en otros, porque están imposibilitados de hacerlo, 
de pronto, por razones jurídicas que hacen a las Cartas Orgánicas o a los Estatutos de las Instituciones correspondientes. 


Quiero, aprovechando que hay versión taquigráfica, dejar una constancia que me parece muy importante. No solamente hemos 
tenido oportunidad de conversar con los ahorristas involucrados, con AEBU, con el Poder Ejecutivo en la persona del señor Ministro 
de Economía y Finanzas —en todos esos casos hemos recibido una opinión positiva respecto a la necesidad de un instrumento de 
estas características con las modificaciones que obviamente se puedan realizar- sino que también en el correr de los últimos días 
hemos conocido —y también la propia Comisión- posturas contrarias a este proyecto de ley, particularmente de ahorristas que 
consideran que no tienen por qué desprenderse o renunciar a un porcentaje de sus ahorros —que en promedio se encuentran en 
torno del 30%, que es lo que se ha acordado capitalizar- y de otros que tampoco están dispuestos a dar plazos para la devolución 
de sus dineros, porque entienden que se lo debería devolver en forma absolutamente inmediata. 


Lógicamente que en primera instancia uno puede llegar a compartir el espíritu que los anima y es obvio que si estuvieran dadas 
todas las condiciones les asiste todo el derecho a reencontrarse con sus ahorros en su totalidad y en forma inmediata; pero cuando 
se presenta este proyecto de ley no se lo hace con la intención de perjudicarlos o de, al reprogramar sus depósitos o capitalizar un 
porcentaje de los mismos, generarles alguna suerte de perjuicio en beneficio de alguien en particular, sino con el propósito de 
beneficiarlos también a ellos, porque de otra manera —por lo menos quienes presentamos la iniciativa tenemos esta impresión- no 
se iban a reencontrar -ni cerca- con parte de los ahorros que quizás sí puedan recuperar a través de este procedimiento. 


Pienso que buena parte de los ahorristas —que son importantes a pesar de ser minoritarios- que han manifestado una opinión 
contraria a la posibilidad de instrumentos de estas características, son exageradamente optimistas respecto a la posibilidad de 
volver a reencontrarse con sus ahorros. Me parece que si no aprobamos una herramienta de esta índole, en el mejor de los casos a 
lo que pueden aspirar es a que un buen día —-que no se sabe cuándo será- en la medida en que se puedan lograr activos en las 
instituciones correspondientes, se reencuentren con una parte bastante inferior. 


Quería dejar esta constancia, porque no sólo me parece de toda justicia hacerlo, sino además para hacer saber que, obviamente, 
en la actividad que desarrollamos no somos ajenos ni dejamos de prestar oídos a todas las partes en sus legítimas reclamaciones y 
reivindicaciones, y cuando llega el momento de legislar tratamos de hacerlo con equidad y justicia. Nos podremos equivocar, pero 
lo intención cuando se quiere recorrer un camino de esas características, es esa. 


La otra apreciación que quiero dejar de manifiesto es que en el proyecto establecemos que para llegar a su implementación 
definitiva se necesitaría, por lo menos, el consentimiento de la mitad más uno de los ahorristas y que representen la mitad más uno 
de los depósitos. Es una cifra arbitraria, obviamente, pero constituye el porcentaje menos arbitrario de todos porque, por lo menos, 
tendría que estar la mitad más uno. De allí en más, todo lo que se agregue o se exija será bienvenido. Por supuesto, estamos 
dispuestos a acompañar las sugerencias que haga la Comisión en el sentido de que si entiende que se requieren dos tercios o el 
75%, como ocurre con las normas vinculadas a las moratorias, no tendremos ningún problema en votar una modificación de este 
tipo. 


A lo que no ingresamos en el proyecto de ley es a la definición de la extensión del plazo de reprogramación de los depósitos o del 
porcentaje que se capitaliza. Esa es una decisión que atañe exclusivamente a los ahorristas, en su vinculación con las instituciones 
correspondientes y con el Banco Central del Uruguay. Lo que aquí se afirma es que el acuerdo que ellos logren, si contempla 
determinadas mayorías, es válido para todos los ahorristas, de la misma manera que normas similares hacen válido para la 
totalidad de los acreedores —en el caso de los concursos, concordatos y moratorias- que ciertas mayorías obliguen a la totalidad. 


Estas son, señor Presidente, las primeras apreciaciones que quiero formular. En la última sesión de la Comisión presenté un 
borrador alternativo, ya que efectuamos algunos cambios en atención a la realidad que hemos verificado en estos tiempos. 


En primer lugar, hicimos un cambio en el artículo 2%, que se refiere a los titulares de los depósitos a plazos constituidos en la 
Cooperativa CAYCU, eliminando la expresión "a plazos", porque esa Cooperativa está reprogramando los depósitos a plazo y los a 
la vista. Obviamente, la Cooperativa no se vio beneficiada con los aportes que el Estado efectuó para devolver los depósitos a la 
vista. Por ese motivo, en el caso de la Cooperativa CAYCU, se hace necesario reprogramar también los depósitos a la vista. 


También modificamos el artículo 3%, porque en él habíamos incluido la necesidad del acta notarial y la autenticación de las firmas 
correspondientes. Prácticamente, en la totalidad de estas instituciones los acuerdos ya están firmados y, en consecuencia, les sería 
imposible convocar nuevamente a todos los ahorristas. Entonces, vamos a respetar las actas que se han labrado. 


En ese artículo hemos agregado, a su vez, un plazo de 90 días. Esta disposición dice que los acuerdos que se hayan celebrado o 
se celebren conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, deberán someterse a consideración del Banco Central del 
Uruguay, en un plazo máximo de 90 días a partir de la promulgación de la presente ley. Evidentemente, la intención es que la ley se 
agote en su aplicación para estos bancos suspendidos y para la Cooperativa CAYCU en esta instancia; no sea cosa que dentro de 
unos años alguna institución se vea comprometida o en la necesidad de reprogramar y se termine aplicando esta misma ley. Debe 
quedar claro que esta norma está pensada exclusivamente para esta coyuntura y sólo para aquellas instituciones que el texto 
prevé. 


Finalmente, el artículo 4” refiere a las compensaciones. La compensación es un instituto que existe en el Derecho uruguayo y que, 
sin necesidad de establecerlo en el proyecto de ley, se va a aplicar en los casos correspondientes. Si mañana hay un ahorrista de 
alguna institución, suspendida o no en su actividad, y a su vez, es deudor, obviamente podrá invocar el derecho a la compensación 
cuando la institución le quiera reclamar el pago del crédito. Nos vimos en la necesidad de incluir esto en el proyecto, porque si 
reprogramamos los depósitos a los ahorristas, quienes podrán recuperarlos en determinado plazo, no parece lógico que, por otro 
lado, los obliguemos a cumplir con sus adeudos de manera inmediata. En consecuencia, en aquellos casos en los que coincida en 
una misma persona física o jurídica la calidad de ahorrista con la de deudor, se opera la compensación sin que rija la ley a ese 
efecto. 


Además, hemos agregado un inciso al artículo 4%, a pedido del señor Senador Núñez, en el cual se expresa, precisamente, que 
dicho derecho solamente podrá ser ejercido por quienes reúnan la doble condición de ahorristas y deudores, no admitiéndose 
sustituciones ni cesiones de derechos de especie alguna. Parecería que en los últimos tiempos se han otorgado algunas cesiones 
de derechos con respecto a esos depósitos, por lo que esperamos que esta compensación rija exclusivamente para quienes tengan 
la doble condición de ser titulares del ahorro y de la deuda. 


Por el momento es cuanto quería expresar y agradezco la posibilidad de explicar estas modificaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Es una buena iniciativa. En lo particular, habíamos preparado para la ley de reactivación un artículo mucho 
menos elaborado, que iba en la misma dirección. Lamentablemente, hasta el día de hoy no había tomado contacto con el proyecto, 
pero quisiera formular algunas observaciones —sobre todo, con relación al artículo 1*- que se pueden discutir ahora, si la voluntad 
es votar hoy, o en los próximos días. 


Creo que todo esto va a funcionar en la medida en que "arranque" la institución financiera, porque si se efectúan las cesiones pero 
dicha institución no se pone en marcha y se comienza a liquidar el Banco, me pregunto cuánto va a devolver, en el caso de que 
posea un patrimonio que se puede ejecutar. ¿Me va a devolver lo que yo tenía ahorrado o eso menos la cesión correspondiente? 
Me parece que debería verse que si el Banco no empieza a funcionar, la capitalización que se hace —no la reprogramación, porque 
si el Banco no se pone en marcha, ella no importa- disponiendo, por ejemplo, un 40% a cada ahorrista, cuando llegue el momento 
de que el Banco tenga que pagar, si tuviera mayor patrimonio a ejecutar, ¿me va a abonar el total antes de la capitalización, o hasta 
el monto que capitalicé? Si el Banco se pone en funcionamiento, esa capitalización tiene un valor en el mercado. Entonces, podría 
desprenderme de mis acciones y venderlas por mayor o menor valor, pero si el banco no reinicia su actividad, ya capitalicé y existe 
un patrimonio bancario. En ese caso, me van a pagar como ahorrista, pero ¿hasta qué porcentaje? ¿Hasta un 100% de lo que 
tenía o hasta otro porcentaje? 


Por otra parte, más allá de que podría aumentarse lo establecido en cuanto a que debe obtenerse el consentimiento de la mitad 
más uno de los titulares y que representen la mitad más uno de los depósitos, quiero hacer la siguiente reflexión. Naturalmente, por 
ley podemos decir que aproximadamente un 70% de los depositantes y el 60% de los depósitos en su totalidad, obligan al resto. 
Ahora bien, ¿lo obligan a cualquier cosa? Supongamos que -no es este el caso y no quisiera generar precedentes- a partir de la 
promulgación de la presente ley, en alguna de las instituciones se adoptara la decisión de que lo que está hecho, no va más y se 
empieza con otra cosa, obligándose a que se capitalice el 100% de los ahorros. 


¿No tendríamos que establecer algunos otros parámetros? ¿Se podría obligar a que se reprograme por diez años? No estoy 
haciendo tanto hincapié en subir a un 60% el porcentaje de depósitos o de titulares, sino en que ese porcentaje de titulares y de 
depósitos puedan obligar a la minoría de unos y otros a ciertas cosas, pero no a todas. Por ejemplo, estoy pensando en la 
reprogramación a tres o cuatro años, pero no a diez. Incluso, en lo que refiere a esta ley, estoy pensando en que se pueda 
capitalizar un porcentaje, pero no la totalidad, y desde mi punto de vista no podría llegar al 50%. Se me podrá decir que si la ley 
obliga a capitalizar el 40%, el 50% o el 60%, así se hará, pero no es lo mismo para quien lo vota. Me parece que la mayoría de los 
titulares de los depósitos, con tal de salvar al Banco, pueden obligar a que se haga una reprogramación a tres o cuatro años y una 
capitalización de equis cantidad. pero no de todo, ni siquiera del 50%. Sé que en este caso no está planteado así, pero no quiero 
sentar un precedente para el futuro en lo que respecta a mi persona o a mi Partido. 


Quiero plantear un elemento adicional, no para que se incorpore en este proyecto de ley, sino para que se trate en las próximas 
sesiones. Me refiero a la gente de cierta edad, sobre la que presenté un proyecto. Concretamente, considero que en el caso del 
Banco de la República, a partir de los 80 años las personas deberían poder retirar todo su capital y quedar exentos de lo que 
establece la ley que analizamos el 4 de agosto. Creo que el tema de la edad es bien objetivo y no sé si no habría que incluirlo en la 
iniciativa que estamos considerando. Personalmente, conozco a una persona de 87 años que tiene U$S 12.000 reprogramados por 
el Banco de la República. Esta institución todavía no lo ha habilitado a retirar sus depósitos y hay que considerar que son sus 
últimos años. 


Me pregunto si en este proyecto de ley no deberíamos establecer una excepción que expresara que la mayoría no puede 
reprogramar ni hacer capitalizar a personas de más de 80 años. Incluso sé que la edad que estoy proponiendo es un piso muy alto, 
porque me ha llamado gente de 75 años con un estado de salud complicado. Sin embargo, propongo esta edad para ver si 
encontramos las mayorías necesarias para aprobar esta iniciativa. En el caso de que estén de acuerdo en que la edad sea menos 
de 80, apoyaré el proyecto y, además, si cuando se trate mi iniciativa se quiere bajar ese tope, también lo acompañaremos. 


Por otra parte, concuerdo con lo que trasmite el señor Senador Gallinal sobre lo expresado por el señor Senador Núñez. La única 
duda que tengo es qué pasa con aquellos matrimonios que tienen una cuenta a nombre del marido y un crédito a nombre de la 
esposa. 


SEÑOR GALLINAL.- De los cuatro planteamientos formulados por el señor Senador Michelini, hay tres que se responden con un 
mismo argumento. El proyecto de ley que estamos considerando no reprograma ni capitaliza; lo que hace es dar validez general a 
un acuerdo celebrado entre los ahorristas y la Institución correspondiente. Cuando el señor Senador Michelini pregunta si se obliga 
a la minoría a cualquier cosa, ello no es así; se obliga en los términos acordados por los ahorristas con la Institución. Esa va a ser 
la nueva relación contractual que va a fijar el marco y las condiciones en función de las cuales se va a regir en el correr de los 
próximos tiempos. 


Cuando se pregunta qué pasa si el Banco no abre, quiero decir que eso ya está previsto en los propios acuerdos. Cabe precisar 
que los acuerdos ya están celebrados y todo el país sabe que en algunos Bancos se trata de un 70% y en otros de más de un 80%. 
Lo cierto es que en todas las Instituciones ya hay acuerdos de reprogramación y de capitalización. Obviamente, si el Banco no 
reabre sus puertas, el acuerdo no rige. Eso está previsto —en algunos casos lo vi personalmente y en otros me imagino que así es- 
en los propios términos del contrato —en definitiva, se trata de un contrato- que se está firmando en estos momentos por parte de 
las Instituciones y los ahorristas. Por lo tanto, creo que el señor Senador Michelini puede tener la tranquilidad de que no se van a 
generar dificultades en ese sentido. 


Con respecto a la edad, pienso que también se trata de un acuerdo que deben celebrar los ahorristas con la institución; son ellos 
quienes podrán pactar determinadas condiciones o excepciones, y no nosotros. Es válido el razonamiento respecto a las personas 
que tienen 80 años, pero también puede serlo con relación a quienes tienen menos de esa edad, y más aún para quienes 
atraviesan situaciones de dificultades económicas o de salud. ¿Eso lo vamos a regular nosotros? ¿Vamos a establecer ese tipo de 
excepciones que son tan difíciles de reglamentar a través de una ley? Sin duda, la edad es un criterio objetivo que se torna 
subjetivo cuando se establece un tope. El de la salud es un criterio absolutamente subjetivo, y me parece que por ahora sería mejor 
que no distinguiéramos nosotros sino quien tiene la responsabilidad de administrar. Por eso, en la ley que aprobamos, el Banco de 
la República, ante determinadas situaciones, tiene potestades para buscar una solución. Creo que hasta ahora no lo ha hecho 
porque seguramente no dispone de los recursos suficientes para empezar a recorrer un camino de esas características, pero en 
algún momento deberá transitarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- A fin de ir conjugando posiciones y tratando de acordar, quiero decir que naturalmente es distinto el caso del 
Banco de la República, en el cual la ley reprogramó los depósitos sin pedir el acuerdo de las personas. Allí, mañana se podrían 
hacer excepciones, como topear la edad a 70, 75 u 80 años. 


El señor Senador Gallinal insiste en que si las partes pactan, lo que ellos acuerdan debe ser válido para todos. Como uno no quiere 
generar ciertos precedentes, quizás la solución que tengamos en este caso es ir a cantidades de depósitos y de titulares mucho 
mayores, de forma de tener la tranquilidad de que una inmensa mayoría de titulares y de depósitos terminaran acordando algo, que 
si bien se le impone a una minoría, esta es poco cuantiosa. Si la idea del señor Senador Gallinal “que además es quien presenta 
esta iniciativa- es no interferir en lo que acuerdan las partes y que lo que ellas pacten sea válido para todos, entonces debemos 
tratar de que quienes acuerdan constituyan un volumen importante de depósitos y de titulares, de tal forma que contemplen un 
abanico de inquietudes posibles. De esa forma tendríamos la tranquilidad de que si se cometió alguna injusticia, la inmensa 
mayoría de los ahorristas estuvo de acuerdo en que con el fin de salvar al Banco, o de que éste se pusiera en funcionamiento, se 
pasara por arriba de esa situación. 


SEÑOR GALLINAL.- El otro inconveniente que tiene el tema, es que puede suceder en una institución que algunos de los 
ahorristas de más de 80 años tengan capitales importantes allí depositados. Entonces, si se obliga la devolución inmediata por ley, 
se puede hacer inviable la reapertura de esa institución. 


Con respecto al tema que plantea el señor Senador Michelini sobre los matrimonios, debo recordar que nuestra legislación ya 
contempla esa situación. Si los matrimonios tienen disuelta la sociedad conyugal, es obvio que son personas absolutamente 
diferenciadas desde el punto de vista económico por su propia voluntad. En consecuencia, parece lógico que no corresponde que 
se rigieran por el tema de la compensación. Si, por el contrario, no han disuelto esa sociedad conyugal, la ley misma prevé ya la 
posibilidad de darle una solución a través del instituto de la compensación, aunque sean partes siempre importantes. Entonces, no 
creo que sea necesario agregar un artículo al respecto. 


SEÑOR BRAUSE.- La grave situación por la que atraviesa el sistema financiero, y en particular las Instituciones de Intermediación 
Financiera suspendidas, sin duda debe ser motivo de preocupación de todos los señores Senadores. Por ese motivo, damos 
nuestro apoyo al proyecto de ley del señor Senador Gallinal, por cuanto consideramos que se encuentra en la línea correcta. 


Nuestro punto de vista —lo queremos referir brevemente- es que en esa línea de procurar atender el público de esas Instituciones 
de Intermediación Financiera —lo digo en forma genérica porque en ello se debe comprender a CAYCU, naturalmente- no sólo debe 
referirse a la situación de los depositantes, sino hacerla más general y atender las alternativas que pudieran presentarse más allá 
de lo que respecta a los depositantes. Por consiguiente, en ese sentido nuestro comentario al proyecto de ley del señor Senador 
Gallinal —-con respecto al cual manifestamos que, en esa línea, estamos de acuerdo; además, hablamos en nombre del señor 
Ministro de Economía y Finanzas, con quien hemos estado reunidos, como lo adelantara el señor Senador Gallinal- es procurar que 
el Banco Central del Uruguay dicte normas o planes tendientes a resolver la situación de esas Instituciones de Intermediación 
Financiera en general. Asimismo, cuando esos planes o normas dictadas por el Banco Central del Uruguay refieran a quitas, 
esperas o a la capitalización de todos o parte de los depósitos, deberá requerir la unanimidad del Directorio, esto es, en la misma 
línea de lo que señala el proyecto de ley del señor Senador Gallinal. Es a partir de que se hayan dictado esas normas por el Banco 
Central del Uruguay, en particular cuando refieran a quitas, esperas o a la capitalización de todos o parte de los depósitos, que 
debería crearse un procedimiento, a través de una convocatoria hecha por esa institución, para que se pronuncien los depositantes, 
en el sentido de adherir al mismo o de rechazarlo. Ese procedimiento debe ser brevísimo a fin de atender la rapidez que requiere la 
respuesta a los intereses de los depositantes. 


Finalmente, dentro de la línea del proyecto de ley del señor Senador Gallinal, debemos decir que cuando los acuerdos que se 
celebren entre los interesados se encuentren dentro de las normas dictadas por el Banco Central del Uruguay relacionadas 


justamente con quitas, esperas o planes de capitalización y alcancen determinadas mayorías —que pueden ser las que sugiere el 
proyecto de ley del señor Senador Gallinal o alguna otra, por cuanto coincidimos plenamente en que en el tema de mayorías las 
soluciones siempre son arbitrales- dicho acuerdo ya será obligatorio para todos los depositantes y esa institución está en 
condiciones de poder homologarlos. 


Reitero que, en líneas generales, ese es el planteo que se hace, coincidiendo con el proyecto de ley del señor Senador Gallinal, 
pero procurando darle un alcance más general atendiendo todas las alternativas que se puedan plantear. A la vez, se haría 
intervenir al Banco Central del Uruguay, en su carácter de institución que regula y controla todo el sistema financiero, para dictar 
normas que comprendan en general la situación de los Bancos suspendidos y en particular los casos de las quitas, esperas y 
planes de capitalización que pudieran interesar a los depositantes. 


En líneas generales, es lo que quería decir, sin perjuicio de ingresar en detalles si así lo entiende pertinente la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me ha quedado clara cuál sería la conclusión política de toda la intervención del señor Senador Brause 
referente a este proyecto de ley. 


SEÑOR BRAUSE.- Como dije al principio, estamos de acuerdo. 


Teniendo en cuenta el enfoque que estoy dando al tema con un alcance mayor y, al mismo tiempo, con una intervención del Banco 
Central del Uruguay a través de planes al respecto, requeriría que en la discusión particular entráramos en el detalle de alguna 
redacción que modifique la iniciativa del señor Senador Gallinal, con la que, al decir "en esa línea", estamos indicando nuestro 
acuerdo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero plantear una inquietud a quien ha presentado la iniciativa, porque desconocemos la operativa. 


Pregunto si no habría que fijar también por ley el tema de los certificados de depósitos. Digo esto, porque si a una persona se le 
hace una reprogramación de equis años en función de los acuerdos que celebren los titulares de los depósitos, ya sea porque está 
de acuerdo o porque la ley lo obliga, él podrá decir: "Bueno, yo quiero hacer efectivo esto cuanto antes, aunque pierda dinero. Lo 
prefiero, tengo esa opción". Se me dice que la normativa ya lo contempla, por lo cual no abundo en comentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley alcanza a todos los Bancos en cuanto a este tema de los certificados de depósito. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, deseo señalar que si mañana reabren esos Bancos -¡ojalá que así sea!-, inmediatamente se va 
a generar un mercado paralelo, a través de los certificados de depósito, que van a ayudar muchísimo a ir implementando esta 
solución y alguna otra. Incluso, hasta la propia compensación puede ser viable, ya no entre titulares de deuda y de ahorro, sino 
simplemente entre tenedores de certificados de depósito y la Institución. O sea que lo que señala el señor Senador Michelini y lo 
que es su aspiración, seguramente se va a contemplar por los hechos el día en que alguna de esas Instituciones reabra sus 
puertas. 


SEÑOR SANABRIA.- Públicamente habíamos manifestado el acuerdo, en líneas generales, con el proyecto de ley presentado por 
los señores Senadores Gallinal y Pereyra. También compartimos las expresiones vertidas en la Comisión por el señor Senador 
Brause en el entendido de que podríamos profundizar en el análisis de esta disposición a los efectos de contemplar, 
excepcionalmente, situaciones especiales que están viviendo los Bancos suspendidos y la Cooperativa a que hace referencia la 
norma. 


En ese sentido quisiéramos plantear, no dejando de lado la necesidad de legislar con urgencia en este aspecto —en la medida en 
que la Comisión lo entienda conveniente- que este proyecto de ley pueda estar aprobado para su tratamiento el próximo martes en 
el Senado. Por lo tanto, solicitaríamos una reunión previa de la Comisión a los efectos de generar conversaciones internas que 
permitan redondear una iniciativa que, evidentemente, tiene algunos aspectos que el Gobierno necesita analizar. 


Entonces, si la Comisión lo entiende conveniente, pediríamos promover una reunión para el martes a la hora 10 a los efectos de 
poder analizar más concretamente el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No será posible esa reunión para el próximo martes, por lo menos a esa hora, porque vamos a tener que 
convocar a la Comisión de Industria y Energía, cuyo Presidente está aquí presente. 


Por lo tanto, tenemos una agenda de trabajo definida para el martes. Si pudiera ser a otra hora, estaríamos encantados. Si a 
ustedes les parece bien, podría ser a la hora 15, antes de la sesión del Senado, o puede ser el jueves. 


SEÑOR SANABRIA.- Ante la inminencia de acuerdos que van a permitir resolver algunos de los casos y, por otro lado, dar 
tranquilidad a la prosecución del análisis de otros, no olvidemos que tenemos la fecha del 25 de octubre como plazo máximo fijado 
públicamente por el Gobierno. A su vez, se están transitando acuerdos entres las partes de todo el sistema financiero involucradas, 
por lo que es básico esta ley como instrumento. En este sentido, propondríamos, inclusive, por ejemplo, trabajar el día lunes ya que 
no creemos que este proyecto de ley pueda ser aprobado en una hora. Aspiraríamos a hacer un esfuerzo y poder trabajar el día 
lunes, en la medida que los señores Senadores así lo entiendan conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaramos que la Presidencia no tiene inconveniente en trabajar cuando sea necesario. La ventaja de 
hacerlo el martes o a partir de ese día es que podría ser consultada la bancada del Encuentro Progresista - Frente Amplio que se 
reunirá el lunes a las 18 y 30 horas. 


Supongo que el tratamiento de este proyecto de ley que está en consideración, si se verifican las condiciones de acuerdo, que se 
pueden percibir en el desarrollo de esta sesión, no debería llevar más de una hora, salvo que se propongan cambios relevantes los 
cuales no conozco. Si es así, considérese que no he dicho lo que he dicho. No me pareció entender eso de la intervención del 
señor Senador Brause, que me costó interpretar en su primera versión, pero luego en la segunda creo haberla entendido mejor. De 
todas maneras, propondría que fuera el martes a las 15 horas, antes del Senado, y tener las propuestas ya elaboradas. A su vez, 
quisiera hacer un planteo concreto acerca de una disposición del proyecto de ley para que se tenga en cuenta para el próximo 
martes. 


SEÑOR MICHELINI.- Si nos reunimos el martes a las 15 horas, quisiéramos tener 24 horas antes las diferentes inquietudes o 
propuestas, por lo que dicha reunión será muy breve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, quisiera realizar un par de apreciaciones para 
que quede suficientemente claro. Desde el punto de vista facultativo, este proyecto de ley habilita a hacer todo tipo de acuerdo en 
los tres lineamientos mencionados: quitas, esperas y procedimientos de capitalización. En cuanto al aspecto imperativo, además de 
poner límites cuantitativos a partir de los cuales se torna obligatorio, se supone —conviene dejarlo muy claro- que también involucra 
al contenido del acuerdo. Es decir que no se puede imponer a los demás cualquier acuerdo. Las mayorías previstas en el proyecto 
de ley tienen que referir, a su vez, al contenido del acuerdo realizado. Se está proponiendo más del 50%, lo que tiene que referir no 
sólo al número de depositantes y al volumen de los depósitos, sino también al tipo de acuerdo: quita, espera, con definiciones 
específicas, o procedimientos de capitalización que se concreten. Por ejemplo, no se puede decir que si el 20% acordó una quita, 
otro 20% acordó una espera y otro 20% un procedimiento de capitalización, todo lo cual suma 60%, necesariamente se impone al 
otro 40% porque los tres tipos de acuerdo no reúnen mayoría. El proyecto alude a un tema cuantitativo y también a la calidad del 
acuerdo realizado para tornarse obligatorio. Eso debe deducirse claramente del texto del proyecto propuesto. 


La segunda apreciación que quería realizar es que me parece que deberíamos elevar la proporción que lleva a la obligatoriedad del 
acuerdo. Me gustaría que fuera bastante más por razones quizás de seguridad en cuanto a la imposición de un acuerdo obligatorio; 
por lo que transformaría ese 50% en los 2/3 de los depositantes o ahorristas, y el volumen de los ahorros. Esto lo expreso para que 
se estudie ya que creo que es una disposición muy importante la que se está proponiendo. Me parece que hay que operar con 
cuidado ya que el país está haciendo una experiencia desde este punto de vista y sería mejor una mayoría especial más exigente. 
Reitero que lo dejo para que se analice, acordando que se trata de un número arbitrario como el que está contenido en el proyecto 
de ley. Lo que no es arbitrario es exigir mayores garantías para una experiencia que todavía todos queremos saber cómo va a 
funcionar. De todas maneras, desde ya digo que esta es una herramienta muy valiosa y que se inscribe en el esfuerzo que está 
haciendo todo el país para tratar de solucionar un problema grave que nos afecta a todos. 


Si hay acuerdo nos reuniríamos el próximo martes a las 15 horas con la presencia del señor Senador Gallinal, con el objetivo de 
tomar una rápida definición sobre este proyecto de ley de modo de no perjudicar el inicio de la sesión ordinaria del Senado a la 
hora 16. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 12 y 35) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


